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DECLARACIÓN INSTITUCIONAL 
 

Comisión de Diputaciones, Cabildos y Consejos Insulares de la FEMP 
 
Galicia, Asturias y Castilla y León así como también nuestro país vecino, Portugal, acaban de sufrir 
una oleada de incendios que ha devastado miles de hectáreas de superficie forestal, poniendo en 
riesgo las viviendas y las propiedades de miles de personas. La situación fue tan virulenta que 
lamentablemente se han perdido cuatro vidas humanas. 
 
La sequía de los últimos meses, las altas temperaturas y el fuerte viento del huracán Ophelia llegando 
las cosas del Atlántico, han facilitado la propagación del fuego, registrándose en un solo fin de 
semana centenares de incendios, que han podido controlarse sólo con la llegada de las lluvias en la 
mayoría de los focos activos en las zonas urbanas.  
 
Pero es que además, la situación actual que atraviesa el medio rural, con un serio problema de 
despoblación que está provocando el abandono progresivo de ese territorio, así como la magnitud 
y el número de incendios activos han sido elementos claves para que la situación llegase a límites 
nunca antes visto. 
 
Fuentes oficiales han avanzado estimaciones provisionales que recogen que tan sólo en Galicia, se 
han calcinado, en 146 incendios, un total de 35.500 hectáreas, ardiendo en un solo fin de semana 
más del doble del terreno que los primeros nueve meses del año 
 
En el caso de Asturias, se han contabilizado hasta 95 incendios que afectaron a más de 40 concejos, 
que incluso han llegado a provocar la suspensión de las clases para 2.500 alumnos y alumnas de los 
centros educativos próximos a la zona del fuego 
 
En Castilla-León, al igual que en Asturias y en Galicia hemos tenido que lamentar que se hayan visto 
afectadas espacios naturales protegidos de la Red Natura 2.000 
 
Pero es que además, debemos tener en cuenta un dato desolador: Entre enero y octubre de este 
año han ardido más de cien mil hectáreas del patrimonio natural de este país. 
 
Después de esta experiencia tan devastadora, las administraciones públicas debemos colocar las 
miras en nuestro futuro inmediato enfrentado la situación desde dos puntos de vista claros: 
 
Primero, en la ayuda inmediata por parte de las administraciones competentes a los territorios 
afectados, con el establecimiento de medidas extraordinarias de recuperación socioeconómica y 
medioambiental para paliar en la medida de lo posible las consecuencias de los incendios.  
 
Son incontables las perdidas, tanto personales como medioambientales, que han perturbado 
gravemente las condiciones de vida de la población de estas comunidades autónomas, por lo que es 
necesario que el consejo de ministros, previo informe de las Comunidades Autónomas, adopte la 
declaración de zona afectada gravemente por una emergencia de protección civil. 
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Y es urgente e inaplazable, que las administraciones competentes articulen los mecanismos 
necesarios para la puesta en funcionamiento de las medidas de ayuda a los damnificados recogidas 
en la Ley 17/2015, de 9 de julio del Sistema Nacional de Protección civil. 
 
Segundo, es necesario, más que nunca, un análisis de la grave situación forestal a la que se enfrenta 
nuestro país, con la desestacionalizacion del periodo de riesgo de incendios debido al incremento de 
temperaturas y la situación de sequía que vivimos 
 
Debemos enfrentar la lucha contra los incendios desde una nueva perspectiva integral. Es evidente 
que son necesarios mecanismos de extinción, pero debemos centrar más esfuerzos en políticas de 
prevención y sobre todo en la lucha contra el cambio climático 
 
Porque aunque es cierto que la lacra de los incendios es una cuestión que tiene un carácter sistémico, 
es evidente que este año se ha visto agravado con los efectos del cambio climático, que han 
provocado olas de calor y sequías brutales nunca vistas en estos territorios, lo que aumenta las 
posibilidades de que esta situación se repita, incluso en mayor medida. 
 
Es por todo ello que, urge, y así lo hacemos saber,  un cambio de modelo en la política forestal, en 
la que todas las administraciones estemos presentes, colaborando en la protección de nuestro 
patrimonio natural y nuestro futuro.  
 
Una política forestal cuyo eje de acción sea la prevención, preservación y cuidado de nuestros 
montes y bosques, y que tenga muy en cuenta la realidad medioambiental a la que nos estamos 
enfrentando con el cambio climático. 
 
Pero también nuevas políticas que luchen contra la despoblación y el abandono del medio, 
promoviendo un desarrollo sostenible del mundo rural en el ámbito social, económico y ambiental.  
 
Sirva también esta declaración institucional, como homenaje a la ingente labor desarrollada por los 
efectivos contra incendios y los cuerpos y fuerzas de seguridad del estado, en situaciones tan duras 
como las vividas, así como de agradecimiento a los vecinos y vecinas que disponiendo de sus propios 
medios se han enfrentado a los fuegos para salvaguardar nuestro territorio, trasladando nuestro 
más sentido pésame a las familias y amigos de los cuatro fallecidos en esta ola de incendios. 
 
Trasladamos además, la solidaridad de la comisión de diputaciones de la FEMP a las Comunidades 
Autónomas afectadas y al conjunto de municipios que sufrieron los incendios en primera persona. 
 
Debemos aprender de lo sufrido, para que esta situación no se vuelva repetir 
 

Castellón, 25 de octubre de 2017 


